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              PEREIRA – RISARALDA

              SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López




Pereira, siete de diciembre de dos mil nueve



Acta  Nº 642
Procede el Tribunal a decidir la impugnación que presentó Cleotilde Vélez de Zapata contra la sentencia proferida el 30 de octubre pasado por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la que se denegó la tutela que le promovió al Instituto de Seguros Sociales, en procura de protección para su derecho constitucional fundamental de petición. 
ANTECEDENTES

Se solicitó por parte de la demandante Vélez de Zapata que se le protegiera tal derecho que estima desconocido por el Seguro Social, y se le ordene a la doctora María Gregoria Vásquez Correa, en su calidad de Jefe del Departamento de Pensiones, que en el término de 48 horas, le responda mediante resolución motivada su solicitud de reliquidación de pensión.
Y en apoyo de tal súplica indicó que el 13 de agosto pasado requirió de la entidad accionada la reliquidación de su pensión de vejez, la que le respondió mediante oficio de 28 de agosto que: “para decidir lo solicitado es necesario recaudar nuevamente material probatorio del expediente y hacer nueva sustanciación del mismo con el fin de verificar el cumplimiento de los requisitos legales, es de anotar que se entenderá como un nuevo trámite, por lo tanto el Instituto de Seguro Social tendrá un término de 4 meses para la reliquidación de la pensión por vejez (…)”, y que al momento de la presentación del libelo habían transcurrido dos meses y siete días sin que se le hubiera resuelto de fondo. Situación que estima violatoria de su derecho de petición puesto que según su criterio el término para resolver una solicitud de esta clase es el “de quince (15) días consagrado por el artículo 6° del Código Contencioso Administrativo”.

Por auto de 21 de octubre pasado la demanda fue admitida y se ordenó correr traslado al I.S.S., que no se pronunció. El Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas mediante sentencia de la fecha que se anotó denegó el ruego de la acción de tutela porque, con apoyo en jurisprudencia de la Corte Constitucional, consideró que para este caso “es evidente que no se presenta violación al derecho de petición, pues presentándose la solicitud a la entidad accionada el 13 de agosto de 2009, a la fecha de presentación de la acción de tutela -20 de octubre de 2009-, ni a esta altura del fallo, no se ha vencido el término de los 4 meses para decidir de fondo el asunto, según lo prescrito por la Corte Constitucional en sus precedentes”. Fallo que en término recurrió la parte actora según el argumento expuesto en la demanda. 
CONSIDERACIONES

Se define el derecho fundamental de petición que consagra el artículo 23 de la Carta, como aquel que tiene toda persona para presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución, el mismo que procede amparar mediante el ejercicio de la acción de tutela frente a las autoridades que lo hayan vulnerado o amenazado, pues de nada serviría dirigirse a la autoridad correspondiente si no estuviera obligada a resolver lo impetrado. En ese sentido, se ha reiterado por la Jurisprudencia de la Corte Constitucional en sentencia T-327 del 4 de abril de 2005:

“El derecho de petición permite, no sólo la posibilidad de presentar peticiones respetuosas, sino también que el ejercicio de tal derecho implica la facultad de exigir de la autoridad a quien le fue formulada dicha petición, la expedición de una respuesta de manera oportuna y que resuelva de fondo el asunto sometido a su consideración.

“En este sentido, la respuesta a una petición, deberá cumplir con los siguientes requisitos:

“a. Debe ser oportuna, esto es, resolverse dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, que en todo caso debe ser un plazo razonable.

“b. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, por esta razón las respuestas evasivas constituyen prueba de la violación del derecho de petición.

“c. Debe ser puesta en conocimiento del peticionario, puesto que de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta se reserva para sí el sentido de lo decidido. (Ver T-1072 de 2004 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, entre otras).”

En el caso a estudio y según puede verse de los documentos arrimados al expediente, el 13 de agosto de 2009 la accionante instó al Instituto de Seguro Social reliquidar su pensión de vejez, el día 28 del mismo mes, éste, luego de informar el trámite para resolver su solicitud, le manifestó que lo haría en un término de 4 meses
. Así las cosas, para adoptar la decisión que en derecho corresponda y determinar si la decisión criticada era la adecuada, o si por el contrario le asiste razón a la recurrente y debe accederse a su pedido, necesario es aclarar que la doctrina constitucional en relación con el término para resolver solicitudes de reconocimiento de derechos pensionales, en el fallo de unificación SU-975 de 2003, previa interpretación integral de varias normas que concurren a la configuración legal del derecho alegado (artículo 6 del C.C.A., artículo 19 del Decreto 656 de 1994 y la Ley 700 de 2001) señaló los siguientes términos y reglas para que la autoridad pública resuelva de fondo una petición:  
“6) Del anterior recuento jurisprudencial queda claro que los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones de reajuste pensional elevadas por servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la vulneración del derecho fundamental de petición, son los siguientes:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses, respectivamente, amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social. Todos los mencionados plazos se aplican en materia de reajuste especial de pensiones como los pedidos en el presente proceso.”

Lapsos que se tiene definido, resultan aplicables a las solicitudes de reliquidación en vista de que las mismas involucran un nuevo estudio del asunto.
 En ese sentido, se ha dicho por la Corte encargada de la guarda de la Constitución que los administradores de pensiones, públicos o privados, tienen un término máximo de 4 meses para resolver de fondo la petición relacionada con el reconocimiento de este tipo de prestación, reajuste, revisión o reliquidación de las mismas. Sin desconocer que la entidad está obligada a, dentro de los 15 días siguientes a la presentación de la solicitud, comunicar a su afiliado el trámite que le dará y lo que demorará en resolverla. Así las cosas, es obvio que por parte del Instituto de Seguros Sociales no se ha vulnerado derecho fundamental alguno de Cleotilde Vélez de Zapata puesto que oportunamente le indicó el trámite para decidir su solicitud pensional y que demoraría 4 meses para emitir una respuesta de fondo, periodo que ni siquiera en esta instancia se encuentra vencido. En consecuencia, se impone respaldar la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas en este asunto. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 30 de octubre de 2009.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de este fallo, envíese el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos


       Gonzalo Flórez Moreno







    (ausente con causa legítima)
� Magistrado Ponente. Doctor: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Folio 10 del cuaderno de primera instancia.


� M.P. Doctor: Manuel José Cepeda Espinosa.


� Al respecto pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-422 y SU - 975 de 2003; T- 009 y 174 de 2005 y T-802 de 2007.
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